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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
SEGURIDAD SOCIAL / CARÁCTER FUNDAMENTAL DEL DERECHO / CALIFICACIÓN PÉRDIDA DE CAPACIDAD LABORAL / EXIGENCIA DE DOCUMENTOS ADICIONALES / ES ADMISIBLE SI LA EXIGENCIA NO ES DESPROPORCIONADA.
El artículo 48 de la Constitución consagra el derecho a la seguridad social como una prerrogativa de rango fundamental e irrenunciable que debe ser garantizada por el Estado Colombiano a todos los habitantes del territorio nacional. Además, en la mayoría de eventos ocurre que de su efectiva prestación depende la materialización de otro tipo de derechos como la dignidad humana y el mínimo vital, en especial si se le mira de cara al reconocimiento de las contingencias especiales de invalidez, vejez o muerte…

En ese orden de ideas, puede afirmarse que los dictámenes de PCL constituyen una de las típicas formas en que se alude al derecho fundamental a la seguridad social, básicamente porque lo que busca con estos no es un mero concepto, sino verificar si de aquellos se desprende el eventual cumplimiento de uno los requisitos de base para que el calificado se haga acreedor a una pensión de invalidez…
… debemos recordar que el artículo 41 de la Ley 100 de 1993 señala que quienes están llamados en primera oportunidad a determinar el grado de invalidez de una persona son, por regla general, la AFP a la cual se encuentre afiliada (en aquellos eventos en que el riesgo o patología indica ser de origen común), o la ARL (cuando se trata de enfermedades o accidentes laborales o profesionales). 

En el caso bajo estudio, tenemos que el interés de la parte accionante consiste en que Colpensiones proceda a valorarla y posteriormente emitir en su nombre un dictamen de PCL. No obstante, debe la impugnante tener en cuenta que, si la entidad que acciona no ha procedido de conformidad, se debe a que no cuenta con toda la información necesaria para poder adoptar una decisión de fondo. (…)
…queda meridianamente claro que los argumentos presentados por Colpensiones no son desproporcionados, y es que no podemos desconocer que las entidades administradoras de pensiones cuentan con una normativa interna para cada tipo de trámite, lo que garantiza que exista orden y armonía en la resolución de los conflictos, peticiones y demás trámites que allí se reciben diariamente en multitud…
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	Confirma 


ASUNTO:
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por parte de la señora ANTONIA EMILSEN GIRALDO OSPINA, en contra del fallo de tutela por medio del cual el Juzgado 2º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira negó la solicitud de amparo constitucional instaurada en contra de COLPENSIONES.

ANTECEDENTES:

Narró la accionante que en las calendas del 8 de octubre de 2020, envió mediante correo certificado a su AFP Colpensiones una solicitud de determinación de pérdida de capacidad laboral, la cual, según pudo comprobar, se recibió en la entidad el día 9 del mismo mes y año.  

Más adelante, por medio del Oficio BZ2020_10297674-2229573 del 27 de octubre de 2020 le informaron que los documentos adjuntos a su petición se encontraban incompletos, por cuanto hacía falta: el formulario de determinación de PCL, copia del documento de identidad y formato de autorización de notificación por correo electrónico. 

Aunque, según afirma la accionante, Ella había aportado toda la información desde la presentación de la solicitud, decidió enviar nuevamente el formulario mediante correo electrónico contacto@colpensiones.gov.co. 
A pesar de lo anterior, a la fecha de interposición de la tutela no había recibido respuesta. 

Así las cosas, la accionante solicita el amparo de sus derechos fundamentales al debido proceso, petición y seguridad social, y como consecuencia de ello, se ordene a Colpensiones que, en un término de 48 horas, proceda a darle trámite a su solicitud de determinación de PCL. 

TRÁMITE DE PRIMERA INSTANCIA: 

1. Admisión y conformación del contradictorio: 
El Despacho de conocimiento admitió la acción mediante auto del 22 de diciembre de 2020, en el cual ordenó correr traslado del escrito de tutela a Colpensiones para que ejerciera sus derechos de defensa y contradicción. 
2. Intervenciones: 

Dentro del término de traslado, la Directora de la Dirección de Acciones Constitucionales de Colpensiones, Malky Katrina Ferro Ahcar, presentó escrito en el que argumentó, en síntesis, que para poder gestionar la solicitud de valoración de pérdida de capacidad laboral pretendida por la accionante, es necesario que ella allegue la documentación completa que para dicho fin y en su normativa interna exige esa entidad. 

Aclaró que la accionante fue requerida mediante oficio por esa entidad, en el que se le explicó cuáles eran los documentos faltantes, pero al momento de interponer la tutela no había subsanado esas falencias a través de la radicación de los mismos en cualquier punto de atención al ciudadano. 

Sostuvo, de igual manera, que esa entidad asume esa postura en el caso de la accionante, amparada en lo estipulado en el artículo 17 de la Ley 1437 de 2011, que da directrices sobre el trámite que se debe dar a las peticiones presentadas de forma incompleta. 
Lo anterior, argumentó, se traduce en una ausencia de vulneración por parte de esa entidad a los derechos fundamentales reclamados por la señora Antonia Emilsen, y agregó que se debe tener en consideración que no es lo mismo la protección del derecho fundamental de petición frente al derecho a lo pedido. 
3. Sentencia 
Una vez efectuado el estudio de la situación fáctica planteada, el Despacho de primera instancia resolvió mediante fallo del 6 de enero de 2021, negar la solicitud de amparo constitucional, por cuanto le parecieron justificados los argumentos presentados por Colpensiones para no darle trámite a la petición presentada por la accionante, y es que en sentir del fallador, resulta válido que sin la presentación de la información mínima para adoptar una decisión de fondo, es inviable resolver la petición. 
FUNDAMENTO DE LA IMPUGNACIÓN:
Una vez enterada de la decisión de instancia, y encontrándose dentro del término legalmente previsto, la señora Antonia Emilsen presentó impugnación, toda vez que le parecen alejados de la realidad los argumentos presentados por el Despacho A Quo para despachar de manera desfavorable su solicitud. 
La accionante resaltó que el fallador se había equivocado al interpretar que uno de los documentos que supuestamente le hacen falta a Colpensiones para el estudio de su solicitud es la historia clínica actualizada, pues nadie hizo una afirmación en ese sentido, en consecuencia, aclaró, como lo dijo en su escrito inicial, que lo que reclama como ausente la AFP es: “formulario Determinación de Pérdida de Capacidad Laboral/Ocupacional y Revisión del Estado de Invalidez de los Pensionados, debidamente diligenciados, No presenta copia del documento de identidad del afiliado, No presenta formato de autorización notificación por correo electrónico, debidamente diligenciado”. 

Sin embargo, esos documentos tampoco hacen falta, pues desde el principio sostuvo que cuando la entidad la requirió para que los aportara, aunque tenía claro que ya lo había hecho, presentó un escrito subsanando las supuestas falencias, para lo cual se valió de medios electrónicos, ello, teniendo en consideración que en el link web
 de Colpensiones referencian como uno de los puntos de atención el correo electrónico, que, como allí se observa, es: contacto@colpensiones.gov.co.
La impugnante hizo alusión, además, a unas resoluciones internas de Colpensiones, una de ellas, la Nro. 007 del 31 de marzo de 2020, expedida en el marco del aislamiento obligatorio por la llegada a Colombia del Covid-19, que indica, entre otras cosas, que: “las diligencias o actuaciones radicadas a través de los canales de atención virtual serán atendidas conforme al flujo ordinario y en los términos de ley…”; y la segunda, Resolución Nro. 024 del 24 de septiembre de 2020, que estipula en sus artículos 1º y 6º, respectivamente, que: 
ARTÍCULO PRIMERO. La atención a la ciudadanía, usuarios o grupos de interés, se adelantará a través de los siguientes canales:

1. Portal web.

2. Contact center.

3. Redes sociales.

4. Puntos de Atención Colpensiones – PAC.

5. APP móvil.

ARTÍCULO SEXTO. Los documentos radicados en las formas y canales dispuestos por Colpensiones gozarán de la validez y fuerza probatoria que le confiere a los mismos los artículos 55 de la Ley 1437 de 2011 y 244 de la Ley 1564 de 2012. 

Por esa razón, la recurrente considera que se están vulnerando sus derechos fundamentales y que es necesaria la intervención del Juez de tutela. Entonces, pidió que se revoque la decisión de primera instancia, y en su lugar se conceda la solicitud de amparo. 

CONSIDERACIONES DE LA SALA:
1. Competencia: 
Esta Sala de decisión se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política y 32 del Decreto 2591 de 1991. 

2. Problema Jurídico: 
En el presente asunto le corresponde a la Sala determinar si le asiste la razón a la impugnante, al aseverar que Colpensiones viene quebrantando sus derechos fundamentales, de tal manera que deba revocarse el fallo de primera instancia, o si por el contrario el mismo se encontró ajustado a derecho.  
3. Solución:
La acción de tutela consagrada en el artículo 86 Superior, reglamentada por el Decreto Ley 2591 de 1991, es el mecanismo judicial desarrollado para brindar a los ciudadanos colombianos la posibilidad de acudir sin mayores requerimientos a la protección directa e inmediata de los derechos fundamentales transgredidos por la acción o la omisión de las autoridades públicas, o de los particulares en los casos expresamente consagrados en la ley, lográndose así que se cumpla uno de los fines del Estado, cual es garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución.

Sobre el derecho a la seguridad social:  

El artículo 48
 de la Constitución consagra el derecho a la seguridad social como una prerrogativa de rango fundamental e irrenunciable que debe ser garantizada por el Estado Colombiano a todos los habitantes del territorio nacional. Además, en la mayoría de situaciones ocurre que de su efectiva prestación depende la materialización de otro tipo de derechos, como la dignidad humana y el mínimo vital, en especial si se le mira de cara al reconocimiento de las contingencias especiales de invalidez, vejez o muerte, en que se requiere el apoyo del Estado para lograr un equilibrio, bien en cuanto a calidad de vida del sujeto y/o su núcleo familiar, o ya en el ámbito económico, desde el punto de vista de la posibilidad de acceder a los recursos básicos de subsistencia de la persona.
En ese orden de ideas, puede afirmarse que los dictámenes de PCL constituyen una de las típicas formas en que se alude al derecho fundamental a la seguridad social, básicamente porque lo que busca con estos no es un mero concepto, sino verificar si de aquellos se desprende el eventual cumplimiento de uno los requisitos de base para que el calificado se haga acreedor a una pensión de invalidez, precisamente como forma de ingreso fijo para sufragar las necesidades mínimas de quien ha perdido su capacidad para continuar laborando.  

De allí, resulta clara la importancia de obtener una resolución oportuna y definitiva con relación a ese tipo de asuntos, teniendo en consideración que la emisión del concepto de invalidez es tan solo una de las etapas primigenias a agotar para poder solucionar una serie de disyuntivas que garanticen la congrua subsistencia hacia futuro. 

En línea con lo anterior, debemos recordar que el artículo 41 de la Ley 100 de 1993 señala que quienes están llamados en primera oportunidad a determinar el grado de invalidez de una persona son, por regla general, la AFP a la cual se encuentre afiliada (en aquellos eventos en que el riesgo o patología indica ser de origen común), o la ARL (cuando se trata de enfermedades
 o accidentes
 laborales o profesionales). 

En el caso bajo estudio, tenemos que el interés de la parte accionante consiste en que Colpensiones proceda a valorarla y posteriormente emitir en su nombre un dictamen de PCL. No obstante, debe la impugnante tener en cuenta que, si la entidad que acciona no ha procedido de conformidad, se debe a que no cuenta con toda la información necesaria para poder adoptar una decisión de fondo.  

En consonancia con lo anterior, debemos recordar que la exigencia de Colpensiones de allegar documentos, formularios e informes complementarios, siempre y cuando lo haga en un término razonable, no es desproporcionada o arbitraria, pues por el contrario, está amparada por las disposiciones del artículo 17 de la Ley 1755 de 2017 “por medio de la cual se regula el Derecho Fundamental de Petición y se sustituye un título del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo”:   

“PETICIONES INCOMPLETAS Y DESISTIMIENTO TÁCITO. En virtud del principio de eficacia, cuando la autoridad constate que una petición ya radicada está incompleta o que el peticionario deba realizar una gestión de trámite a su cargo, necesaria para adoptar una decisión de fondo, y que la actuación pueda continuar sin oponerse a la ley, requerirá al peticionario dentro de los diez (10) días siguientes a la fecha de radicación para que la complete en el término máximo de un (1) mes.

A partir del día siguiente en que el interesado aporte los documentos o informes requeridos, se reactivará el término para resolver la petición.”

De igual modo, vemos como el inciso 3º del artículo en cita refiere que si en el mencionado término el peticionario no completa su solicitud, conforme con lo requerido por la autoridad competente, se entenderá que tácitamente desistió de su petición, léase: 

“Se entenderá que el peticionario ha desistido de su solicitud o de la actuación cuando no satisfaga el requerimiento, salvo que antes de vencer el plazo concedido solicite prórroga hasta por un término igual.

Vencidos los términos establecidos en este artículo, sin que el peticionario haya cumplido el requerimiento, la autoridad decretará el desistimiento y el archivo del expediente, mediante acto administrativo motivado, que se notificará personalmente, contra el cual únicamente procede recurso de reposición, sin perjuicio de que la respectiva solicitud pueda ser nuevamente presentada con el lleno de los requisitos legales.”

La disyuntiva presentada en el caso en examen, tiene que ver con la convicción con que la señora Antonia Emilsen Giraldo Ospina afirma que Ella de manera oportuna subsanó una información que hacía falta para que Colpensiones le asignara una cita de valoración de PCL, para posteriormente conocer a cuánto asciende su porcentaje de invalidez, frente a lo dicho por esa AFP, la cual asevera que nunca recibió tal documentación. 
En efecto, la Sala avizora que fueron señalados por Colpensiones como documentos faltantes para esos menesteres un formulario de determinación de pérdida de capacidad laboral/ocupacional y revisión del estado de invalidez de los pensionados, copia del documento de identidad de la afiliada y formato de autorización notificación por correo electrónico, mas no la historia clínica como equivocadamente lo indicó el A Quo, sin embargo, esa mácula no tiene la incidencia suficiente como para revocar la decisión revisada, porque si bien es cierto, esos mismos documentos que fueron echados de menos por la administradora de pensiones sí obran en este trámite tuitivo, la misma accionante reconoció que estos fueron enviados a un buzón electrónico que se observa en la página web de la entidad: contacto@colpensiones.gov.co; luego, lo que se debe determinar es si ese envío tiene plena validez para los efectos perseguidos por la libelista, siendo, para la Sala, negativa la respuesta. 
Para demostrar lo anterior, reconoceremos primeramente que ese email ciertamente se puede apreciar en la página general o de inicio de la plataforma web de Colpensiones, sin embargo, en ningún momento es señalada esa dirección electrónica como idónea para presentar solicitudes de determinación de PCL y tampoco puede confundirse un envío de mensajes electrónicos con trámites virtuales; pero, más allá de esa discusión, observa la Sala que: 

1. Al ingresar a la página web de Colpensiones - sede electrónica
: aclara la entidad que el correo contacto@colpensiones.gov.co está diseñado para que los terceros (empresas y/o empleadores) más NO los afiliados, radiquen correspondencia. 

2. Por la misma ruta: Colpensiones - sede electrónica – Peticiones Quejas Reclamos y Sugerencias en el ítem de “afiliado a Colpensiones” – radicación trámites web
. Allí se despliega una página donde claramente dice
: “Recuerde que para los trámites misionales administrados por Colpensiones relacionados con solicitudes de prestaciones económicas, novedades de nómina de pensionados, pago de subsidio de incapacidad así como valoración de la pérdida de capacidad laboral, entre otros, deberán ser radicados en los puntos de atención al ciudadano PAC, de acuerdo a los horarios estipulados por la Entidad dentro del marco de la emergencia sanitaria; teniendo en cuenta que estas solicitudes requieren de unas validaciones tendientes a evitar alguna suplantación o cualquier riesgo que afecte el reconocimiento de un derecho económico.
En concordancia con lo dicho arriba, queda meridianamente claro que los argumentos presentados por Colpensiones no son desproporcionados, y es que no podemos desconocer que las entidades administradoras de pensiones cuentan con una normativa interna para cada tipo de trámite, lo que garantiza que exista orden y armonía en la resolución de los conflictos, peticiones y demás trámites que allí se reciben diariamente en multitud; por esa razón, en principio, quien presenta algún reclamo ante dichas entidades, tiene el deber de presentar la documentación mínima que se requiera para poder edificar un pronunciamiento de fondo en los términos esperados, pues como viene de verse, el hecho de tener que hacer requerimientos adicionales para complementar o actualizar su información, podría incidir en muchas oportunidades para que no se pueda emitir un pronunciamiento con igual eficacia y celeridad que si se aportara toda la documentación a través de los canales dispuestos para tal fin.   

Además, debemos tener en cuenta que Colpensiones efectuó un requerimiento oportuno a su afiliada para que actualizara sus datos, y expresamente le dijo que para subsanar los datos faltantes debía acercarse a un PAC de la entidad; sin embargo, la interesada, en vez de proceder en tal sentido, prefirió tomar la vía más fácil que era la de interponer una acción de tutela, sin que se encuentre en este punto justificación para ello.
Atendiendo lo argumentado hasta ahora, no le queda a la Colegiatura otra alternativa diferente que confirmar la decisión de primera instancia, pese a los yerros allí consignados, que como se había anunciado, no tienen la entidad suficiente como para revocar esa decisión. 
Por lo expuesto, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad de la Ley,

RESUELVE:

PRIMERO: CONFIRMAR el fallo de tutela proferido por el Juzgado 2º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, con ocasión de la acción de tutela instaurada por parte de la señora ANTONIA EMILSEN GIRALDO OSPINA en contra de COLPENSIONES. 

SEGUNDO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

LUZ STELLA RAMIÍREZ GUTIÉRREZ

Magistrada
� “https://www.colpensiones.gov.co/Publicaciones/puntos_de_atencion_colpensiones”


�“La Seguridad Social es un servicio público de carácter obligatorio que se prestará bajo la dirección, coordinación y control del Estado, en sujeción a los principios de eficiencia, universalidad y solidaridad, en los términos que establezca la Ley. (…) Se garantiza a todos los habitantes el derecho irrenunciable a la Seguridad Social. (…)”


� Artículo 4º Ley 1562 de 2012


� Artículo 3º Ley 1562 de 2012


� Visible en la parte superior derecha de la página. 


� Visible en la parte inferior central de la página. 


� De igual manera, el texto se puede apreciar en este link: � HYPERLINK "https://www.colpensionestransaccional.gov.co/sede_" �https://www.colpensionestransaccional.gov.co/sede_�


electronica/tramitesweb/Paginas/RadicarColp/RadicarColpWeb.aspx
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